
 

 

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 33 Y 44 DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL, SUSCRITA POR 

EL DIPUTADO OMAR NOÉ BERNARDINO VARGAS E INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PVEM 

Quienes suscriben, diputado Omar Noé Bernardino Vargas y diputados Federales de la LXIII Legislatura, 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y por los artículos 6, 

fracción I, 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración de esta asamblea la 

presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 33, Apartado B, fracción II, inciso 

B); y 40, párrafos primero y segundo, de la Ley de Coordinación Fiscal, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Hoy en todo el país la principal exigencia ciudadana es el empleo constante y bien remunerado. A la par de esta 

demanda se enfrenta una complicada situación económica derivada de la caída en los precios del petróleo lo que ha 

impactado en los ingresos públicos federales, estatales y municipales, por consiguiente los recursos con los que 

cuentan los diferentes órdenes de gobierno deben ser ejercidos con eficiencia, maximizando sus rendimientos y en 

función de su multiplicación. Otra consecuencia del entorno económico que se vive es la quiebra de pequeñas y 

medianas empresas, lo que a su vez genera mayor desempleo y exclusión del desarrollo económico nacional. 

En la actualidad, el mundo vive una complicada situación económica derivada de la desaceleración económica que 

enfrentan las economías de Estados Unidos, de la Unión Europea y de China, principalmente. Aunado a este 

adverso contexto económico en el que interactúa la economía mexicana, ésta también se ve afectada por la caída 

del precio del petróleo, impactando de alguna manera en la captación de ingresos públicos. 

Bajo estas premisas, el Estado mexicano en todas sus estructuras de gobierno, se encuentra obligado a diseñar 

políticas públicas de corte económico que permitan emplear con mayor eficiencia los recursos humanos, 

financieros, naturales y materiales, lo que implica hacer más con menos, explotar las potencialidades regionales y 

detonar el mercado interno. 

Es del conocimiento de todos, que los ingresos y egresos de la federación, estados y municipios se determinan por 

anualidad, lo que dificulta realizar grandes cambios en los citados rubros; por tanto, de conformidad con las reglas 

económicas aprobadas por esta Soberanía, se debe hacer frente a la volátil situación económica que hoy 

enfrentamos, obligando a emplear las distintas partidas presupuestales con sensibilidad social y con visión de 

Estado. 

En momentos donde el mercado externo por cuestiones cíclicas de la economía, dificulta generar desarrollo 

económico, se debe recurrir al fortalecimiento del mercado interno y para ello, se requiere la suma de todos los 

órdenes de gobierno para que en el ámbito de sus respectivas competencias y con aportaciones conjuntas de sus 

respectivos recursos económicos, se atiendan de manera urgente las principales necesidades de los ciudadanos sin 

que ello implique desajustes financieros para ningún orden de gobierno. 

Así pues, el empleo constituye la principal demanda de la ciudadanía, además de ser el motor de la economía y el 

factor primordial de distribución de riqueza, es por ello que la creación de empleos debe estar en la órbita de acción 

del Estado mexicano, pero no debe quedarse allí, tiene que transitar a la activación de los instrumentos económicos 

con los que contamos para lograr dicho cometido. 

Sin duda, la legislación es la piedra angular sobre la cual se edifican las políticas públicas, amén de ser la fuente de 

legitimidad de los actos de autoridad, además de ser el instrumento que obliga al gobernante a llevar o no cabo 

determinada acción. Bajo estas premisas, la norma en materia de coordinación fiscal establece diversos fondos de 



 

 

aportaciones federales para estados y municipios, tales como el Fondo de Aportaciones Múltiples que para el 

ejercicio fiscal 2016 tiene asignada la cantidad de 19 mil 765 millones 774 mil 292 pesos, de los cuales 10 mil 673 

millones 518 mil 118 pesos se etiquetaron para el rubro de infraestructura educativa. Por su parte, el Fondo de 

Aportaciones para la Infraestructura Social cuenta con una asignación presupuestal de 61 mil 419 millones 593 mil 

973 pesos. 

Cabe resaltar que por mandato de la Ley de Coordinación Fiscal, el precitado fondo de Infraestructura Social tiene 

como objetivo realizar obras y acciones que generen infraestructura tales como agua potable, alcantarillado, 

drenaje y letrinas, urbanización, electrificación rural y de colonias pobres, infraestructura básica del sector salud y 

educativo, mejoramiento de vivienda, así como mantenimiento de infraestructura. Como se puede observar, la 

realización de dichas obras forzosamente requiere de mano de obra, de materiales e insumos, por lo que se propone 

se contraten las personas de la localidad en el caso de la primera y se adquieran los segundos en los comercios de la 

región o del municipio donde se realice la obra. 

Ahora bien, muchos municipios del país se encuentran en crisis financiera y luchan además por salir del clima de 

inseguridad que los aqueja, por consiguiente, la creación de empleos y el impulso a la actividad comercial 

abonarían enormemente a combatir la inseguridad y a fortalecer la gobernanza en las entidades federativas y sus 

municipios, sin que ello genere desequilibrios en las finanzas públicas. 

Por tanto, la reformas que se plantean tienen como fin establecer en el artículo 33, apartado B, fracción II, inciso 

b), de la Ley de Coordinación Fiscal la obligación a los municipios que ejercen el fondo III Infraestructura Social 

Municipal, de contratar el 70 por ciento de trabajadores de la comunidad y adquieran por lo menos el 60 por ciento 

de los productos en los comercios donde vaya a verificarse la obra, impulsando con tales acciones una derrama 

económica positiva en las regiones y municipios a través de la creación de empleos y de la compra de bienes y 

servicios relacionados con la obra pública. 

De igual forma, con estas acciones se puede fortalecer el tema de la seguridad pública, ello en virtud de que al 

haber dinero circulante en los municipios, producto del empleo y del impulso al pequeño y mediano comercio, 

habrá menos necesidad de la gente y por ende, disminuirán delitos como el robo, lesiones o incluso los homicidios. 

En el mismo tenor, se plantea reformar el artículo 40 de la Ley de Coordinación Fiscal a efecto de mandatar a los 

gobiernos de las entidades federativas y al jefe de gobierno de la Ciudad de México, a que en la ejecución del 

Fondo de Aportaciones Múltiples, en sus componentes de desayunos escolares y de construcción, equipamiento y 

rehabilitación de infraestructura física de los niveles de educación básica, media superior y superior en su 

modalidad universitaria según las necesidades de cada nivel, sea contratada por lo menos el 70 por ciento de mano 

de obra de la comunidad y se adquieran por lo menos el 60 por ciento de los insumos que se requiera, en el lugar 

donde habrá de edificarse o mejorarse la escuela o donde se distribuyan los desayunos escolares. 

La presente reforma tiene la noble misión de que los recursos que ya se tienen asignados se empleen para 

beneficiar al mayor número de personas posible, multiplicando su rendimiento, pues si la gente tiene empleo tiene 

dinero para consumir y al consumir llegan recursos a los comercios, al campo o a la industria, generándose con ello 

más empleo y un circulo virtuoso, el cual es indispensable en estos momentos de escasez de recursos y de 

volatilidad económica. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con 

proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 33, Apartado B, fracción II, inciso B); y 40, párrafos primero y 

segundo, de la Ley de Coordinación Fiscal 



 

 

Artículo Único. Se reforman los artículos 33 apartado B, fracción II, inciso b) y 44 párrafos primero y 

segundo, todos ellos de la Ley de Coordinación Fiscal para quedar como sigue: 

Artículo 33. [...] 

A. [...] 

B. [...] 

I. [...] 

II. [...] 

a) [...] 

b) Garantizar la participación de las comunidades beneficiarias en su destino, aplicación y vigilancia, así 

como en la programación, ejecución, control, seguimiento y evaluación de las obras y acciones que se vayan a 

realizar, para tal fin deberán contratar por lo menos el setenta por ciento de mano de obra de la 

comunidad y adquirir al menos el sesenta por ciento de los insumos que requieran los fines de este 

artículo en las pequeñas o medianas empresas del Municipio o región 

c) a g) [...] 

III. [...] 

Artículo 40.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Aportaciones Múltiples reciban los Estados de 

la Federación y la Ciudad de México se destinarán en un 46 por ciento al otorgamiento de desayunos escolares; 

apoyos alimentarios; y de asistencia social a través de instituciones públicas, con base en lo señalado en la Ley de 

Asistencia Social. Asimismo, se destinará el 54 por ciento restante a la construcción, equipamiento y rehabilitación 

de infraestructura física de los niveles de educación básica, media superior y superior en su modalidad universitaria 

según las necesidades de cada nivel. 

Las entidades tendrán la obligación de 

I. Hacer del conocimiento de sus habitantes, los montos que reciban, las obras y acciones realizadas, el 

costo de cada una, su ubicación y beneficiarios. Asimismo, deberán informar a sus habitantes, al término 

de cada ejercicio, sobre los resultados alcanzados. 

II. Deberán adquirir por lo menos el 60 por ciento de los insumos que requieran los desayunos escolares y 

las obras y acciones a que hace alusión este artículo a los productores, comercios y en general a la pequeña 

o mediana empresa del Municipio o de la región destinataria del beneficio, de igual forma la mano de 

obra que se necesite para cumplir con los fines de este precepto será cubierta en por lo menos el 70 por 

ciento con la fuerza laboral que habita en la comunidad objetivo. 

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 de abril de 2016. 



 

 

Diputados: Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Arturo Álvarez Angli, Jorge Álvarez López, Rosa Alicia Álvarez Piñones, José Antonio 

Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz González, Luis Ignacio Avendaño Bermúdez, María Ávila Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, 

Paloma Canales Suárez, Jesús Ricardo Canavati Tafich, Juan Manuel Celis Aguirre, Lorena Corona Valdés, José Alberto Couttolenc 

Buentello, Sharon María Teresa Cuenca Ayala, Sasil Dora Luz de León Villard, Daniela de los Santos Torres, Andrés Fernández del Valle 

Laisequilla, Evelyng Soraya Flores Carranza, Sara Paola Galico Félix Díaz, José de Jesús Galindo Rosas, Jorgina Gaxiola Lezama, Sofía 

González Torres, Leonardo Rafael Guirao Aguilar, Javier Octavio Herrera Borunda, Jesús Gerardo Izquierdo Rojas, Lía Limón García, 

Mario Machuca Sánchez, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Virgilio Mendoza Amezcua, Cándido Ochoa Rojas, Emilio Enrique Salazar 

Farías, José Refugio Sandoval Rodríguez, Adriana Sarur Torre, Miguel Ángel Sedas Castro, Édgar Spinoso Carrera, Wendolin Toledo 

Aceves, Francisco Alberto Torres Rivas, Diego Valente Valera Fuentes, Claudia Villanueva Huerta, Enrique Zamora Morlet. 

 


